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RECIBOS DE NÓMINA CON SELLO DIGITAL. AUN CUANDO CAREZCAN DE LA FIRMA DEL 

TRABAJADOR, TIENEN VALOR PROBATORIO EN EL JUICIO LABORAL, EN TÉRMINOS DEL 

ARTÍCULO 99, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 

 

Las impresiones de los recibos de nómina aportados en el juicio laboral, no pueden valorarse como documentales 

públicas o privadas si carecen de firma autógrafa para su reconocimiento; sin embargo, deben analizarse en 

términos del artículo 776, fracción VIII, de la Ley Federal del Trabajo, como aquellos medios aportados por los 

descubrimientos de la ciencia, tales como documentos digitales o medios electrónicos, donde habrá de atenderse 

a la fiabilidad del método en que fueron generados, como es la cadena de caracteres generada con motivo de la 

transacción electrónica, el sello digital o cualquiera que permita autenticar el contenido de dicho documento 

digital, así como que se encuentre disponible para su ulterior consulta. Por ello, las impresiones de los recibos de 

nómina, aun cuando carezcan de la firma del trabajador, siempre que cuenten con el sello digital generado, 

correspondiente a la cadena de caracteres que permite autentificar la operación realizada, tienen valor probatorio 

en el juicio laboral, conforme al artículo 99, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que señala que 

quienes hagan pagos por salarios y, en general, por la prestación de un servicio personal subordinado, deberán 

expedir y entregar comprobantes fiscales en la fecha en que se realice la erogación correspondiente, los que podrán 

utilizarse como constancia o recibo de pago para efectos de los numerales 132, fracciones VII y VIII, y 804, 

primer párrafo, fracciones II y IV, de la Ley Federal del Trabajo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 926/2016. Comercializadora Integral GP, S.A. de C.V. 9 de marzo de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: Gabriel Ascención Galván Carrizales. Secretario: Jesús Manuel Corral Basurto. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de febrero de 2018 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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RELACIÓN LABORAL. EL CERTIFICADO DE DERECHOS EXPEDIDO POR EL SEGURO SOCIAL 

EN EL QUE CONSTA LA INSCRIPCIÓN DEL TRABAJADOR EN EL RÉGIMEN OBLIGATORIO 

POR UN PATRÓN DISTINTO AL QUE SE ATRIBUYE AQUÉLLA, ES INSUFICIENTE, POR SÍ 

SOLO, PARA DESVIRTUARLA. 

 

De una interpretación armónica de los artículos 12, 15 y 18 de la Ley del Seguro Social vigente a partir del uno 

de julio de mil novecientos noventa y siete, se colige que la obligación de los patrones consistente en registrarse 

e inscribir a sus trabajadores en el instituto, así como comunicar sus altas y bajas, modificaciones y demás datos, 

es una responsabilidad exclusiva de éstos, por lo que su incumplimiento no los libera de sus obligaciones ni los 

exime de las sanciones y responsabilidades en que hubieran incurrido por esa omisión. En este sentido, si el 

trabajador demanda diversas prestaciones a una persona moral o física y ésta niega la existencia de la relación 

laboral y aquél allega diversas pruebas para demostrarla, éstas no pueden desvirtuarse con la hoja de certificación 

de derechos que expide el instituto aludido, en la que consta la inscripción del trabajador por uno o varios patrones 

distintos de aquellos a los que se les atribuye la relación de trabajo, toda vez que esa circunstancia únicamente 

demuestra que fue dado de alta por determinado patrón y no que los demandados carezcan de esa calidad; de ahí 

que dicho documento es insuficiente, por sí solo, para desvirtuar el vínculo de trabajo. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 720/2017. Lorenzo Córdoba Luciano. 23 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. 

Ponente: María del Rosario Mota Cienfuegos. Secretario: Eduardo Liceaga Martínez. 
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OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS EN EL TERRITORIO NACIONAL. EL ARTÍCULO 

217 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, AL ESTABLECER QUE LOS AJUSTES DE 

PRECIOS DE TRANSFERENCIA RESPECTO DE OPERACIONES CELEBRADAS CON PARTES 

RELACIONADAS EN EL EXTRANJERO, PUEDEN LLEVARSE A CABO MEDIANTE 

DECLARACIÓN COMPLEMENTARIA, LES ES INAPLICABLE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 

2004). 

 

El artículo 86, fracción XV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2004, prevé la obligación a cargo 

de los contribuyentes que celebren operaciones con partes relacionadas en el territorio nacional, de calcular sus 

ingresos acumulables y deducciones autorizadas, considerando los precios y montos de las contraprestaciones 

que hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables, por lo que su cumplimiento 

está vinculado con dos elementos esenciales del tributo: la base gravable y la época de pago. Por otra parte, en 

términos del artículo 5o. del Código Fiscal de la Federación, las disposiciones que rigen ese tipo de operaciones 

son de estricta interpretación. Por tanto, el artículo 217 de la ley mencionada, al establecer que los ajustes de 

precios de transferencia respecto de operaciones celebradas con partes relacionadas en el extranjero, pueden 

llevarse a cabo mediante declaración complementaria, es inaplicable a las celebradas entre connacionales.  

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 



Amparo directo 402/2017. Pensiones BBVA Bancomer, S.A. de C.V. Grupo Financiero BBVA Bancomer. 5 de 

octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Ronzon Sevilla. Secretaria: Ana Margarita Mejía 

García. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. PARA QUE DEBA ENTERARSE A LAS AUTORIDADES 

HACENDARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 156 DEL CÓDIGO 

FISCAL LOCAL, TANTO LA EROGACIÓN POR CONCEPTO DE REMUNERACIÓN AL TRABAJO 

PERSONAL SUBORDINADO, COMO LA PRESTACIÓN DE ÉSTE, DEBEN TENER LUGAR EN LA 

PROPIA CIUDAD. 

 

De conformidad con el precepto citado, están obligadas al pago del impuesto sobre nóminas las personas físicas 

y morales que, en la Ciudad de México, realicen erogaciones en dinero o en especie por concepto de remuneración 

al trabajo personal subordinado; sin embargo, esa disposición no precisa si el trabajo que se retribuye debe 

prestarse en esta entidad o en cualquier otra, para que se cause el impuesto relativo. En estas condiciones, si bien 

es cierto que en términos del artículo 14 del propio código, las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los 

particulares y las que señalen excepciones a las mismas, así como las que fijen las infracciones y sanciones, son 

de aplicación estricta, también lo es que es labor del juzgador fijar su sentido, a fin de hacerlo coherente con el 

hecho imponible que se grava; de ahí que la comprensión del alcance del artículo 156 aludido no puede desligarse 

del hecho de que la erogación está estrechamente vinculada con el trabajo que se remunera, por lo que ambos 

aspectos, esto es, la erogación y el trabajo prestado, deben tener lugar dentro del territorio que comprende la 

Ciudad de México, para que el tributo indicado deba enterarse a las autoridades hacendarias locales. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 679/2017. Galvanolyte, S.A. de C.V. 7 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 

Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Esmeralda Gómez Aguilar. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. LOS PATRONES NO ESTÁN OBLIGADOS A ENTERARLO EN LA 

CIUDAD DE MÉXICO RESPECTO DE LOS TRABAJADORES QUE PRESTAN SU SERVICIO 

PERSONAL SUBORDINADO EN OTRAS ENTIDADES FEDERATIVAS, AUN CUANDO EL PAGO 

DE SU SALARIO SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE TRANSFERENCIA ELECTRÓNICA 

REALIZADA DESDE ESTA CIUDAD. 

 

De conformidad con el artículo 156 del Código Fiscal de la Ciudad de México, están obligadas al pago del 

impuesto sobre nóminas las personas físicas y morales que, en la Ciudad de México, realicen erogaciones en 

dinero o en especie por concepto de remuneración al trabajo personal subordinado. Ahora, aun cuando esa 

disposición no precisa si el trabajo que se retribuye debe prestarse en esta entidad o en cualquier otra para que se 

cause el impuesto relativo, sería contrario a derecho considerar que el impuesto sobre nóminas grava las 

erogaciones realizadas por los patrones, independientemente de donde se presta el trabajo personal subordinado, 

por el solo hecho de que la cuenta bancaria desde la cual se efectuó el pago se encuentre abierta en la Ciudad de 

México, pues esto brindaría la posibilidad de que los contribuyentes estuvieran en aptitud de abrirla en un Estado 

que grave tal fuente de riqueza con la tasa más baja y desde allá realicen el pago de salarios por transferencia 

electrónica, a fin de que sea en dicha localidad en la que se encuentren obligados al pago de ese tributo. En 

consecuencia, los patrones no están obligados a enterar el impuesto sobre nóminas en la Ciudad de México 

respecto de los trabajadores que prestan su servicio personal subordinado en otras entidades federativas, aun 

cuando el pago de su salario se haya efectuado mediante transferencia electrónica realizada desde esta ciudad. 

Apoya lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 50/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, de la que se advierte que las transferencias electrónicas por concepto de pago del salario a los 

trabajadores que laboran en entidades diversas a la Ciudad de México se considera como pago en efectivo 

realizado en el sitio donde prestan sus servicios, siempre que así se haya establecido en los contratos individuales 

de trabajo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 679/2017. Galvanolyte, S.A. de C.V. 7 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 

Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Esmeralda Gómez Aguilar.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 50/2014 (10a.), de título y subtítulo: "SALARIO. EL ARTÍCULO 101, 

PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, AL PREVER LA POSIBILIDAD DE QUE 

SU PAGO SE EFECTÚE MEDIANTE DEPÓSITO EN CUENTA BANCARIA, TARJETA DE DÉBITO, 

TRANSFERENCIAS O CUALQUIER OTRO MEDIO ELECTRÓNICO, NO TRANSGREDE EL NUMERAL 

123, APARTADO A, FRACCIÓN X, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE DICIEMBRE DE 2012)." citada, aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 534. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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IMPUESTO PREDIAL. LAS FACULTADES DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR CRÉDITOS 

FISCALES POR DICHA CONTRIBUCIÓN CUANDO EL PARTICULAR OMITA PRESENTAR LAS 

DECLARACIONES A SU CARGO, SE EXTINGUEN EN EL PLAZO DE CINCO AÑOS 

(LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO). 

 

El artículo 99, fracción II y párrafo segundo, inciso b), del Código Fiscal de la Ciudad de México regula el plazo 

de extinción de las facultades de la autoridad para determinar créditos fiscales por contribuciones omitidas con 

base en una misma condición: la falta de presentación de las declaraciones a que se encuentre obligado el 

particular; sin embargo, la fracción II establece que las citadas facultades se extinguirán en cinco años, mientras 

que el párrafo segundo, inciso b), vigente a partir del 1 de enero de 2014, señala el plazo de diez años. Así, al 

realizar una interpretación más favorable a las personas respecto de dichas porciones normativas, la única 

diferencia que se advierte entre ambas consiste en que la primera contiene una condición para su aplicación, 

relativa a que las contribuciones no se calculen por ejercicios, mientras que la segunda no prevé alguna; de ahí 

que, a fin de lograr que dichas hipótesis sean congruentes con el orden jurídico en general, y con los derechos 

humanos en particular, se concluye que, de conformidad con la fracción II, cuando se trate de contribuciones que 

no se calculen por ejercicios, como es el caso del impuesto predial, y el sujeto obligado no presente las 

declaraciones a su cargo, el plazo para la extinción de las citadas facultades será de cinco años, mientras que en 

términos del párrafo segundo, inciso b), en los restantes casos en que el contribuyente no declare, será de diez 

años. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 230/2017. Isaac Laniado Husny. 22 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 

Ronzon Sevilla. Secretaria: Olga María Arellano Estrada.  

Nota: Esta tesis superó el criterio sostenido por el propio tribunal en la diversa I.1o.A.159 A (10a.), de título y 

subtítulo: "IMPUESTO PREDIAL. REQUISITOS PARA QUE SE ACTUALICE LA CADUCIDAD DE LAS 

FACULTADES DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR LAS CANTIDADES PENDIENTES DE 

PAGO POR DICHA CONTRIBUCIÓN EN EL PLAZO DE CINCO AÑOS (LEGISLACIÓN DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de septiembre de 

2017 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo 

III, septiembre de 2017, página 1875. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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CANCELACIÓN DEL CERTIFICADO DE SELLO DIGITAL PARA LA EXPEDICIÓN DE 

COMPROBANTES DIGITALES POR INTERNET. CONSTITUYE UNA MEDIDA TEMPORAL QUE 

NO CORRESPONDE AL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, POR 

LLEVARSE A CABO DENTRO DEL CONTEXTO DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE 

GESTIÓN DE LA AUTORIDAD. 

 

La determinación de cancelar el certificado de sello digital para la expedición de comprobantes digitales por 

Internet, prevista en el artículo 17-H, fracción X, inciso d), del Código Fiscal de la Federación, no corresponde al 

ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad, sino que dicha medida se establece dentro del 

contexto del ejercicio de las facultades de gestión que ésta tiene, particularmente al actuar dentro del control y 

vigilancia de las operaciones vinculadas con el cumplimiento de diversas obligaciones fiscales. Para evidenciar 

lo anterior, es pertinente señalar que desde la perspectiva del derecho tributario administrativo, según lo dispuso 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. CXLVII/2016 (10a.), de 

título y subtítulo: "FACULTADES DE COMPROBACIÓN Y DE GESTIÓN DE LAS AUTORIDADES 

FISCALES. ASPECTOS QUE LAS DISTINGUEN.", la autoridad fiscal, en términos del artículo 16, párrafos 

primero y décimo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puede ejercer facultades 

de gestión (asistencia, control o vigilancia) y de comprobación (inspección, verificación, determinación o 

liquidación) de la obligación de contribuir prevista en el numeral 31, fracción IV, del mismo ordenamiento, 

concretizada en la legislación fiscal por medio de la obligación tributaria. Así, debe destacarse que dentro de las 

primeras se encuentran, entre otras, las previstas en los numerales 22, 41, 41-A y 41-B del código mencionado, 

mientras que las de comprobación están establecidas en los numerales 42 y 48 del propio código y tienen como 

finalidad inspeccionar, verificar, determinar o liquidar las obligaciones citadas. Consecuentemente, el actuar de 

conformidad con el artículo 63, primero y último párrafos, del Código Fiscal de la Federación, mediante el análisis 

a los sistemas institucionales, expedientes y base de datos con que cuenta, utiliza y tiene acceso la autoridad, que 

concluye en detectar inconsistencias en la situación fiscal del contribuyente y, por ende, en la actualización de 

una o más infracciones de las previstas en los artículos 79, 81 y 83 del mismo código que, a su vez, colman la 

hipótesis legal para la cancelación de un certificado, no involucra el ejercicio de las facultades de comprobación, 

ya que se lleva a cabo dentro de las diversas de gestión; de ahí que carezca de sustento concluir que la cancelación 

del certificado de sello digital para la expedición de comprobantes digitales por Internet implique una liquidación 

o determinación fiscal, habida cuenta que, conforme a su naturaleza jurídica, solamente constituye una medida 

provisional de control, tendiente a hacer efectivo el cumplimiento de las diversas obligaciones fiscales a que está 

sujeto el administrado. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 57/2017. Fuerza Activa, S.A. de C.V. 11 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 

José Elías Gallegos Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza.  

Nota: La tesis aislada 2a. CXLVII/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo I, enero de 2017, página 796. 

 
 



Esta tesis se publicó el viernes 16 de febrero de 2018 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DE CONTRIBUYENTES. NO SE GENERA EL PAGO DE 

INTERESES CUANDO EL PLAZO LEGAL RELATIVO SE SUSPENDIÓ CON MOTIVO DE UN 

PRIMER REQUERIMIENTO QUE NO SE CUMPLIÓ, LO CUAL ORIGINÓ QUE SE TUVIERA POR 

DESISTIDO AL SOLICITANTE, Y ESTE PROMOVIÓ UN JUICIO EN EL QUE SE CONSIDERÓ 

ILEGAL ESA DETERMINACIÓN, LO QUE LLEVÓ A EFECTUAR UN SEGUNDO 

REQUERIMIENTO. 

 

Conforme a los artículos 22 y 22-A del Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales tienen la 

obligación de devolver las cantidades pagadas indebidamente por concepto de contribuciones, para lo cual, 

cuentan con un plazo legalmente establecido y, una vez fenecido este, se generará el pago de los intereses 

correspondientes; no obstante, tienen la facultad de efectuar hasta dos requerimientos para verificar la procedencia 

de la devolución solicitada, precisándose que el periodo transcurrido entre la fecha en que se hubiera notificado 

el requerimiento y aquel en que este sea cumplimentado en su totalidad por el contribuyente, no se computará en 

la determinación de los plazos para la devolución mencionada. Por tanto, no puede considerarse que haya omisión 

o laguna en la ley respecto del supuesto en que, al no haberse cumplido con el primer requerimiento por el 

contribuyente, la autoridad lo tuvo por desistido de la solicitud y aquel promueva el juicio de nulidad contra dicho 

acto y se resuelva que fue ilegal considerar el desistimiento, lo que llevó a efectuar un segundo requerimiento, 

dado que de la interpretación de las normas señaladas se colige que el caso encuadra en el supuesto en que se 

suspende el plazo con que cuenta la autoridad para efectuar la devolución, pues el primer requerimiento aún no 

ha sido cumplimentado en su totalidad, y ello fue lo que generó uno posterior, por lo que ese supuesto no puede 

conducir al pago de intereses, al no existir omisión de la autoridad, hasta en tanto no se haya cumplimentado en 

su totalidad el requerimiento. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 318/2016. Globos Qualatex de Pioneer, S.A de C.V. 5 de octubre de 2017. Mayoría de votos. 

Disidente: Miguel Ángel Ramírez González. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretaria: Lucila Carmona 

López. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de febrero de 2018 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
 

 


